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INFORME No. 13/10
PETICIÓN 480-00

INADMISIBILIDAD
FIDEL GUTIÉRREZ GAYOSO

PERÚ

16 de marzo de 2010

I.
RESUMEN
1. El 12 de septiembre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición presentada en nombre propio por Fidel Gutiérrez Gayoso (en adelante “el peticionario” o “la presunta víctima”) en la cual se alega la responsabilidad de la República del Perú (en adelante “el Estado” o “el Estado peruano”) por el presunto incumplimiento de una sentencia de amparo que le reconoce ciertos derechos, incluyendo, según lo afirmado, su ascenso al grado de Coronel de la Policía Nacional del Perú en situación de actividad. El peticionario sostuvo que el incumplimiento de esta sentencia configura una violación a los derechos consagrados en los artículos 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención Americana” o “Convención”). 
2. Por su parte, el Estado alegó que la petición debe ser considerada inadmisible, por cuanto la sentencia de amparo habría reconocido al peticionario el grado de Coronel solamente en situación de retiro, lo cual ya ha sido cumplido por la Policía Nacional del Perú. Señaló que en el curso de la ejecución de la sentencia de amparo la presunta víctima desistió de su pretensión de acceder al grado activo de Coronel, lo que condujo al archivo del proceso. Asimismo, afirmó que el reclamo presentado a la CIDH no caracterizaría violaciones a derechos consagrados en la Convención Americana, máxime cuando la pretensión del señor Fidel Gutiérrez Gayoso ha sido amparada por los órganos de la jurisdicción interna.
3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que los hechos allí narrados no tienden a caracterizar una violación a derechos protegidos en la Convención. Asimismo, decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes y publicarlo en su Informe Anual.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La Comisión recibió la petición el 12 de septiembre de 2000, la cual fue registrada con el número P 480-00. El peticionario presentó comunicaciones adicionales el 12 de octubre, 11 y 22 de diciembre de 2000; 21 de septiembre y 9 de octubre de 2001; 2 de febrero, 11 de mayo y 25 de agosto de 2004.

5. El 28 de septiembre de 2004 la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición original y comunicaciones adicionales al Estado y, de conformidad con su Reglamento, otorgó un plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 10 de enero de 2005 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 18 de enero del mismo año.

6. El peticionario presentó comunicaciones adicionales el 6 de octubre de 2004; 5 de enero, 18 y 22 de febrero, 19 de abril y 31 de agosto de 2005; 4 de agosto de 2006; 18 de octubre de 2007; 6 de agosto de 2008; 2 de febrero de 2009; 4 de enero, 3, 4, 15, 16 y 28 de febrero de 2010.
7. El 31 de agosto de 2005 el peticionario solicitó la convocatoria de una audiencia pública durante el 123° Período Ordinario de Sesiones de la CIDH. El 19 de septiembre de 2005 se le notificó que su solicitud no pudo ser atendida.

8. El Estado presentó escritos adicionales el 1º de febrero de 2005; 19 de abril, 4 y 11 de mayo, 22 de agosto, 20 de septiembre, 25 de octubre y 29 de noviembre de 2006; 5 de febrero de 2007; 19 de mayo y 2 de junio de 2008; 24 de diciembre de 2009; 20 de enero y 2 de febrero de 2010.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

Cuestión previa

9. En su petición original el oficial de la Policía Nacional del Perú, Fidel Gutiérrez Gayoso, indicó haber sido pasado forzosamente a la situación de retiro en diferentes oportunidades entre enero de 1987 y julio de 1990, sin observarse las disposiciones legales y reglamentarias entonces vigentes. En esta ocasión, requirió a la CIDH su reposición al servicio activo como Comandante de la Policía Nacional, así como el pago de prestaciones dejadas de percibir.

10. Con posterioridad a la petición original, el señor Fidel Gutiérrez Gayoso sostuvo que el objeto de su reclamo ante la CIDH era el presunto incumplimiento de una sentencia de amparo dictada por el 29º Juzgado Civil de Lima el 8 de abril de 2002
.

11. Tanto el Estado como el peticionario se han referido a resoluciones administrativas y judiciales que anteceden o son ajenas a la sentencia del 29º Juzgado Civil de Lima de 8 de abril de 2002. Estas alegaciones serán consideradas por la CIDH en la narración de la posición de las partes solamente a modo de antecedentes.
A.
Posición del Peticionario

Antecedentes

12. Alegó que al 12 de enero de 1987 se desempeñaba como Mayor de la Policía Nacional, siendo pasado forzosamente a la situación de retiro en esa fecha por la causal de renovación de cuadros. Tras ser reincorporado al servicio activo por decisión administrativa el 6 de junio de 1990, fue nuevamente pasado a la situación de retiro por la misma causal de renovación de cuadros el 31 de julio de 1990.

13. El peticionario afirmó que al requerir judicialmente su reposición
 y el pago de beneficios devengados
, fue atendido en sus pretensiones y reincorporado al servicio activo el 19 de junio de 1998. Sin embargo, indicó que en la misma fecha la Policía Nacional emitió la Resolución Suprema N° 0287-98-IN/PNP, disponiendo nuevamente su pase a retiro desde el 23 de marzo de 1997 por la causal de límite de edad. En la referida resolución se menciona que el 23 de marzo de 1997 el señor Fidel Gutiérrez Gayoso había cumplido la edad límite de permanencia en el grado de Mayor de la Policía Nacional
. Por otro lado, el peticionario indicó que en este momento se encontraba pendiente la resolución final de una acción de amparo interpuesta el 18 de octubre de 1990, en la cual requería inter alia el reconocimiento del grado de Comandante con fecha de efectividad al 1º de enero de 1989.  
14. De acuerdo con la información que obra en el expediente, el 10 de agosto de 1998, en cumplimiento de decisión judicial emanada de la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público, la Policía Nacional del Perú otorgó al peticionario el grado de Comandante, únicamente a efectos pensionarios, a partir del 1º de enero de 1989
. 


Hechos relacionados con la petición
15. El peticionario alegó que el 28 de enero y el 20 de septiembre de 1999 envió un requerimiento administrativo a la Policía Nacional consistente en “pasar Lista de Revista Adicional, Calificación, Antigüedad en el Grado, Aptitud e Inscripción en el Cuadro de Mérito de Ascenso-Promoción 1993
.” Señaló que el 13 de junio de 2000 la Policía Nacional emitió la Resolución Directoral No. 1371/2000-DGPNP, por medio de la cual declaró improcedentes sus requerimientos, fundamentando dicha decisión en que:

[D]esde el 21ENE87 en que inicialmente [el señor Gutiérrez Gayoso] pasó a la Situación de Retiro, no ha vuelto a prestar servicios reales, efectivos y debidamente remunerados; careciendo de tiempo de servicios computables para la declaración de aptitud, no reuniendo por tanto los requisitos previstos en el artículo décimo inciso a del Reglamento de Ascensos para Oficiales de la Policía Nacional del Perú…

16. Contra la referida resolución directoral, el peticionario alegó haber interpuesto acción de amparo ante el 29° Juzgado Civil de Lima, la cual fue decidida el 8 de abril de 2002 en los siguientes términos: 

[S]e declara inaplicable al actor la R.D. Nº 1371-2000-DGPNP, de trece de junio del dos mil, ordenándose se le restituya su derecho a Pasar Lista de Revista Adicional, Aptitud e Inscripción en el cuadro de Mérito de Ascenso Promoción 1993; en los seguidos por Fidel Gayoso con el Ministro del Interior, sobre Acción de Amparo.

17. El peticionario afirmó que la decisión del 29º Juzgado Civil de Lima fue confirmada por la 5ª Sala Civil de Lima el 9 de julio de 2002. Manifestó que entre agosto de 2002 y febrero de 2004 el 29º Juzgado Civil de Lima profirió decenas de resoluciones emplazando al Ministerio del Interior y a la Policía Nacional del Perú en cumplir la sentencia de amparo. Señaló que ante la negativa de la Policía Nacional, el titular del 29º Juzgado Civil de Lima notificó al Ministerio Público para que formulara acusación penal contra los Directores Generales de aquella entidad
. Indicó que el 13 de febrero de 2004 el 29º Juzgado Civil de Lima adoptó la resolución Nº 97, requiriendo a la Policía Nacional “adjuntar la Resolución Suprema en la cual se otorga el ascenso al demandante Fidel Gutiérrez Gayoso del grado de Comandante al grado de Coronel conforme se ordena en la sentencia que obra en autos...” 
18. El peticionario alegó que en vista de la resolución judicial Nº 97, el 16 de junio de 2004 la Policía Nacional adoptó la Resolución Suprema Nº 248-2004-IN/PNP, otorgándole el grado de coronel en situación de retiro, a partir de la fecha de su emisión el 16 de junio de 2004. Afirmó que esta resolución suprema no da cabal cumplimiento a la sentencia de amparo del 29º Juzgado Civil de Lima. Lo anterior, porque considera que dicha sentencia exigió a la Policía Nacional reconocerle el grado de Coronel en situación de actividad desde el 1º de enero de 1993, así como el pago de los beneficios económicos correspondientes a partir de esta fecha.

19. El peticionario afirmó que tanto la resolución judicial Nº 97 como la Resolución Suprema Nº 248-2004-IN/PNP fueron objeto de controversias en el curso del proceso de ejecución de sentencia. Indicó que tras la presentación de una serie de recursos por parte de la Policía Nacional requiriendo la nulidad de la resolución Nº 97, la 5ª Sala Civil de Lima ratificó definitivamente su validez. Agregó que el 2 de septiembre de 2009 el 29º Juzgado Civil de Lima ordenó el archivo del expediente del proceso de amparo.
20. El peticionario reiteró que si bien la Policía Nacional le ha otorgado el grado de Coronel en retiro a partir del 16 de junio de 2004, la sentencia del 29º Juzgado Civil de Lima exigiría la concesión de dicho grado a partir del 1º de enero de 1993 y en situación de actividad. Indicó que hasta tanto no exista una resolución administrativa que establezca su retiro, deberá ser considerado como ocupante del grado de Coronel de la Policía Nacional en actividad. Adjuntó una serie de requerimientos administrativos dirigidos al Director General y de Recursos Humanos de la Policía Nacional solicitando el reconocimiento de esos beneficios. Señaló que la Policía Nacional no ha respondido a ninguno de sus requerimientos, lo cual considera debe ser interpretado como silencio administrativo positivo
.

21. Finalmente, el peticionario sostuvo que a otros oficiales pasados a la situación de retiro la Policía Nacional habría cumplido sin dilaciones órdenes judiciales de reintegro y reconocimiento de beneficios. Concluyó que el transcurso de varios años sin que la sentencia del 29º Juzgado Civil de Lima fuese ejecutada en todos sus términos configura la violación del derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana.

B. Posición del Estado

Antecedentes
22. El Estado describió una serie de resoluciones administrativas y judiciales emitidas respecto de la situación laboral del señor Fidel Gutiérrez Gayoso. Indicó que paralelamente a la acción decidida por el 29º Juzgado Civil de Lima el 8 de abril de 2002, se encontraba bajo conocimiento del Poder Judicial peruano otra acción de amparo presentada inicialmente el 15 de septiembre de 2000. Señaló que por medio de esta segunda acción la presunta víctima requirió inter alia su reincorporación a la Policía Nacional en el grado de Comandante a partir del 31 de julio de 1990 en situación de actividad. 
23. El Estado afirmó que en el contexto de la segunda acción de amparo el Tribunal Constitucional emitió sentencia en última instancia el 30 de enero de 2003, declarando vigente la Resolución Suprema de la Policía Nacional Nº 386-98-IN/PNP del 10 de agosto de 1998. Esta resolución ascendió al señor Gutiérrez Gayoso al grado de Comandante desde el 31 de julio de 1990, pero “únicamente para efectos pensionarios
.” El Estado concluyó que con la decisión del 30 de enero de 2003 el Tribunal Constitucional  aclaró que el señor Gutiérrez Gayoso no gozaría de un derecho a ser reincorporado a la Policía Nacional en situación de actividad. Asimismo, sostuvo que el peticionario ha recibido una serie de beneficios económicos que van aparejados a los ascensos que por mandato judicial se le han venido otorgando a lo largo de los años.
Hechos relacionados con la petición

24. El Estado efectuó una narración similar a la del peticionario respecto a la sentencia de amparo dictada el 8 de abril de 2002 por el 29º Juzgado Civil de Lima
. Alegó que mediante la Resolución Suprema N° 248-2004-IN/PNP de 16 de junio de 2004, la Policía Nacional reconoció a la presunta víctima el grado de Coronel y cumplió con lo ordenado en la sentencia de amparo. 

25. Con relación al alcance de la sentencia de 8 de abril de 2002, el Estado alegó existir una disconformidad entre el peticionario, el Ministerio del Interior y el propio 29º Juzgado Civil de Lima que la emitió. Señaló que el peticionario ha interpretado que el reconocimiento de su derecho a “pasar Lista de Revista Adicional, Calificación, Antigüedad en el Grado, Aptitud e Inscripción en el Cuadro de Mérito de Ascenso-Promoción 1993” implica su ascensión al grado de Coronel en situación de actividad desde el 1º de enero de 1993. Manifestó que esta interpretación difiere del contenido de la decisión del Tribunal Constitucional del 30 de enero de 2003 y de resoluciones emitidas por el Ministerio del Interior.    
26. El Estado afirmó que mediante Resolución Nº 149 del 15 de abril de 2005 el 29º Juzgado Civil de Lima declaró “sin lugar lo solicitado por el demandante Fidel Gutiérrez Gayoso por cuanto lo requerido – el ascenso al grado de Coronel PNP a partir del 1º de enero de 1993 y en situación de actividad – no se ajusta a lo ordenado en sentencia de primera y segunda instancia
.”
27. En sus comunicaciones iniciales el Estado afirmó que el proceso de ejecución de la sentencia de amparo no había culminado e indicó que la petición no cumplía el requisito de agotamiento de los recursos internos. Posteriormente, argumentó que tras la interposición de una serie de recursos de nulidad por las partes involucradas en el proceso de ejecución, el peticionario manifestó expresamente su conformidad con la Resolución Suprema de la Policía Nacional N° 0248-2004-IN/PNP del 16 de junio de 2004, dándose por concluido el procedimiento judicial.
28. Con relación a la alegada violación del derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana, el Estado afirmó que lo planteado en la denuncia “no se vincula directamente con el contenido del derecho a la igualdad ante la ley puesto que no señala que se haya emitido o interpretado una norma interna de forma discriminatoria en contra del peticionario
.” En cuanto a la presunta violación al derecho consagrado en el artículo 25 de la Convención, afirmó que los hechos narrados por el peticionario no tienden a caracterizar la violación de la referida disposición. 
29. Finalmente, el Estado destacó que el peticionario ha expresado en ámbito interno su conformidad con el archivo definitivo del proceso de ejecución y requirió que la CIDH declare la petición inadmisible a la luz de los incisos b y c del artículo 47 de la Convención Americana. 

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

30. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presunta víctima a una persona natural, respecto a quien Perú se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. Por otro lado, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

31. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

32. La CIDH tiene competencia ratione temporis por cuanto los hechos alegados en la petición tuvieron lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención Americana ya se encontraba vigente para el Estado peruano.

33. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae porque en la petición se denuncian violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Agotamiento de los recursos internos
34. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional. El Estado peruano presentó oportunamente la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos.  
35. En el presente caso el peticionario alegó el incumplimiento de una sentencia de amparo dictada el 8 de abril de 2002 por el 29º Juzgado Civil de Lima. En casos de alegado incumplimiento de resoluciones judiciales por parte de entidades de derecho público, la CIDH ha sostenido que, a los efectos del requisito de agotamiento de los recursos internos, la presunta víctima debe al menos informar al órgano judicial competente sobre la persistencia de esa situación para que, de ser el caso, actúe de conformidad a la ley y adopte las medidas necesarias para que la resolución sea ejecutada. Ese actuar de la presunta víctima tiene el propósito de darle oportunidad al Estado de subsanar una alegada vulneración al derecho a la protección judicial, antes de que sea conocida por una instancia internacional
.
36. Sin perjuicio del análisis de caracterización que se realizará más adelante, la información disponible indica que el peticionario no solo reportó al 29º Juzgado Civil de Lima el presunto incumplimiento de la sentencia del 8 de abril de 2002, sino que participó activamente del proceso de ejecución. Esa información indica asimismo que el proceso de ejecución fue archivado de forma definitiva el 2 de septiembre de 2009
, inexistiendo recursos adicionales a ser agotados.
37. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la Comisión concluye que la petición satisface el requisito establecido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
C.
Plazo de presentación
38. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
39. De acuerdo a lo establecido supra, el proceso de ejecución de sentencia culminó el 2 de septiembre de 2009, con posterioridad a la presentación de la petición ante la Comisión. En ese sentido, el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana se encuentra intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos, encontrándose por lo tanto satisfecho.
D.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada
40. El artículo 46.1.c de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional.  En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.

E.
Caracterización de los hechos
41. El artículo 47.b de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención. La presente petición alega la violación de los derechos consagrados en los artículos 24 y 25 de la Convención en virtud del presunto incumplimiento de una sentencia de amparo dictada por el 29º Juzgado Civil de Lima el 8 de abril y confirmada el 9 de julio de 2002 por la 5ª Sala Civil de Lima. Esa sentencia establece, en lo pertinente, la obligación de la Policía Nacional del Perú de:

[Restituir] [al señor Fidel Gutiérrez Gayoso] su derecho a Pasar Lista de Revista Adicional, Aptitud e Inscripción en el cuadro de Mérito de Ascenso Promoción 1993; en los seguidos por Fidel Gayoso con el Ministro del Interior, sobre Acción de Amparo.

42. Con relación a la alegada violación al derecho de igualdad ante la ley, el peticionario se ha limitado a afirmar que el Poder Judicial peruano habría dado cumplimiento, sin mayores dilaciones, a sentencias de amparo en favor de otros oficiales de la Policía Nacional del Perú en situación supuestamente similar. La CIDH considera que tales alegaciones son genéricas y no han sido suficientemente substanciadas, por lo cual no tienden a caracterizar la violación del derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana.
43. En cuanto al derecho a la protección judicial, la Comisión observa que durante el proceso de ejecución de la sentencia del 8 de abril de 2002, la Policía Nacional del Perú adjuntó una serie de resoluciones administrativas indicando haber cumplido con lo ordenado judicialmente. Por otro lado, el señor Fidel Gutiérrez Gayoso sostuvo ante el juez de ejecución que la referida sentencia no estaría cumplida hasta tanto la Policía Nacional del Perú no le reconozca el grado de Coronel en actividad desde el 1º de enero de 1993 y abonara los efectos patrimoniales correspondientes. 

44. La información que obra en el expediente indica que tras la presentación de varios recursos por las partes involucradas en el proceso de ejecución de sentencia de amparo, el 13 de febrero de 2004 el 29º Juzgado Civil de Lima adoptó la Resolución Nº 97, la cual indica que

[…] para tener por concluido definitivamente el proceso CUMPLA el demandado adjuntar la resolución suprema en la cual se le otorga el ascenso al demandante Fidel Gutiérrez Ganoso (sic) del Grado de Comandante a Coronel conforme se ordena en la sentencia que obra en autos, para lo cual se REQUIERE al demandado bajo apercibimiento de ley
. 

45. Según la alegación de las partes, el 16 de junio de 2004 la Policía Nacional del Perú, en cumplimiento a la resolución judicial Nº 97, adoptó la Resolución Suprema Nº 248-2004-IN/PNP, la cual confiere al peticionario el grado de Coronel en retiro a partir de la fecha de su emisión.

46. De la información presentada, se desprende que tras la interposición de varios recursos de nulidad por ambas partes en torno a la Resolución Judicial Nº 97, el señor Fidel Gutiérrez Gayoso presentó, el 22 de junio de 2006, un desistimiento de su pretensión procesal consistente en que el 29º Juzgado Civil de Lima volviese a reiterar a la Policía Nacional dar cumplimiento a la sentencia de amparo. Este desistimiento fue interpretado por los tribunales peruanos como una aceptación de las medidas dispuestas en la Resolución Suprema Nº 248-2004-IN/PNP, dándose por resuelta la controversia sobre el cumplimiento de la sentencia de amparo. Mediante resolución Nº 8 del 23 de mayo de 2007 la 5ª Sala Civil de Lima se pronunció de la siguiente forma sobre el desistimiento deducido por el señor Fidel Gutiérrez Gayoso: 
[…] estando a que don Fidel Gutiérrez Gayoso, con el desistimiento formulado, ha manifestado su voluntad de no continuar con el trámite del pedido que formuló mediante el escrito de fecha once de mayo del dos mil cinco, precisamente porque la parte demandada, ha expedido la Resolución Suprema número 0162-2006/INPNP
, de fecha catorce de febrero del dos mil seis, con cuya decisión, el actor está conforme, pues considera que se ha cumplido con la sentencia expedida en autos. En consecuencia; siendo que el citado desistimiento, sólo perjudica a quien lo hace y éste reúne los requisitos que establecen los artículos 341º y 342º del acotado Código [Procesal Civil], debe ampararse el desistimiento. Por estas consideraciones […] tiene por desistido el actor de su escrito de fecha once de mayo del dos mil cinco, en el cual solicitaba se requiera a la demandada, el cumplimiento de la sentencia; teniendo por concluido el proceso; con lo demás que contiene y lo devolvieron
.    
47. La información disponible indica que tras resolver una serie de recursos incidentales presentados por la Policía Nacional del Perú, el 28º Juzgado Civil de Lima consideró inexistir acto procesal pendiente de actuación y, el 2 de septiembre de 2009, dispuso el archivo definitivo de los autos
. El archivo de los autos ya había sido determinado el 22 de abril de 2008 por el mismo Juzgado Civil, mediante Resolución Nº 162, pero fue suspendido hasta la decisión sobre recursos de reposición formulados por la Procuradora Pública del Ministerio del Interior a cargo de los asuntos judiciales de la Policía Nacional del Perú
.
48. El peticionario ha alegado ante la CIDH que la Policía Nacional del Perú no ha cumplido con la obligación de reconocerle el grado de Coronel en actividad desde el 1º de enero de 1993, lo cual afirma derivarse de la sentencia de amparo dictada el 8 de abril de 2002 por el 29º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima. Pese a esa alegación, de la copia del expediente judicial que obra en poder de la CIDH se desprende que el señor Fidel Gutiérrez Gayoso requirió ante las instancias judiciales internas el archivo del proceso de ejecución, manifestando que el mismo se ha dado por concluido en virtud de la resolución Nº 8 de la 5ª Sala Civil de Lima, citada supra, y de la Resolución Suprema de la Policía Nacional del Perú Nº 248-2004-IN/PNP, de fecha 16 de junio de 2004. Estos escritos fueron formulados en respuesta a recursos de nulidad y reposición suscitados por la Policía Nacional del Perú, con el propósito de evitar el archivo del proceso y rediscutir la obligación de conferir al señor Fidel Gutiérrez Gayoso el ascenso al grado de Coronel en situación de retiro. En lo pertinente, la presunta víctima requirió el archivo definitivo del proceso de ejecución de amparo de la siguiente forma:

Extractos del escrito de fecha 18 de mayo de 2007 dirigido a la 5ª Sala Civil de Lima

Consecuencia de la Ejecutoria Nº 07 y 09 del 18 y 24 de Enero 2005 respectivamente, la Administración Policial emite la R.S. Nº 162-2006-IN/PNP de 14 FEB 2006 que ratifica la R.S.N. Nº 248-2004-IN/PNP de 16 JUN 2004, con estos instrumentos se dan cumplimiento al Proceso en vía de Ejecución de Sentencia, MATERIA DEL PROCESO VIA ACCIÓN DE AMPARO, razones por las cuales se presentó el Desistimiento a mi escrito del 11 de mayo de 2005, POR ESTAS CONSIDERACIONES EL JUZGADO DIO POR CONCLUIDO EL PROCESO.

[…]

[T]eniendo en cuenta que la Administración Policial ha dado cumplimiento a la Ejecución de Sentencia de Acción de Amparo mediante la R.S. Nº 248-20004-IN/PNP de 16 de Junio del 2004, ratificada con la R.S. Nº 162-2006-IN/PNP de fecha 14 de Febrero del 2006, INSTRUMENTALES QUE HAN ADQUIRIDO LA CALIDAD DE FIRMES, EN CONSECUENCIA INMUTABLES, por cuyas razones es que el actor solicito oportunamente el Archivamiento (sic) del Proceso de Ejecución de Sentencia
. 

Extractos del escrito de fecha12 de junio de 2008 dirigido al 29º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima 


Señor Juez, el escrito de la Procuradora Pública, a cargo de los Asuntos Judiciales del Ministerio del Interior, de fecha 8 de mayo de 2008, de Apersonamiento y Reposición, debe DESESTIMARSE, por lo siguiente:

[…]

EL SUPERIOR MEDIANTE RESOLUCIÓN Nº 08 DE FECHA 23 DE MAYO DEL 2007 EN EL CUADERNO DE APELACIÓN EXP. Nº 2288-2006 EN LA ÚLTIMA PARTE, HA DISPUESTO TEXTUALMENTE: TENIENDO POR CONCLUIDO EL PROCESO. EN CONSECUENCIA DEBE ACATARSE ESTE MANDATO DEL SUPERIOR JERÁRQUICO Y ARCHIVARSE EL PROCESO
.
49. La información disponible indica, por lo tanto, que pese a la alegación del peticionario ante esa instancia internacional de que subsistiría un incumplimiento de la sentencia de amparo del 8 de abril de 2002, el proceso de ejecución respectivo fue archivado de forma definitiva en virtud de su propia actuación en el procedimiento judicial interno. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las alegaciones iniciales sobre una presunta violación al derecho a la protección judicial han variado sustancialmente, sin que los nuevos elementos de hecho aportados por el peticionario tiendan a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES

50. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47.b de la Convención, debido a que no expone hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos protegidos por dicha Convención, y en consecuencia,  
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 

DECIDE: 

  

1.
Declarar inadmisible la presente petición conforme al artículo 47.b de la Convención Americana. 
 
2.
Notificar esta decisión a las partes.
 
3.
Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado ante la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.

� Comunicación del peticionario recibida el 2 de febrero de 2004, páginas 9 y 10.  


� En la petición original se alega que el 18 de octubre de 1990 la presunta víctima interpuso acción de amparo ante el 5° Juzgado Especializado en lo Civil de Lima solicitando su reincorporación al servicio activo. De acuerdo con los documentos adjuntados por el peticionario, esta acción fue decidida en su favor por la Sala Corporativa Transitoria Especializada en Derecho Público el 18 de marzo de 1998.  


� En la petición original se alega que el 21 de enero de 1993 la presunta víctima presentó acción ordinaria ante el 25° Juzgado de Primera Instancia en lo Civil de Lima solicitando el reconocimiento del tiempo de servicios entre el 12 de enero de 1987 y 31 de julio de 1990, aptitud e inscripción en el Cuadro de Mérito del año 1990. El peticionario afirmó que esta acción fue decidida en su favor en última instancia el 21 de agosto de 1996 por la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema.  


� Comunicación del peticionario recibida el 21 de septiembre de 2001, anexos, Resolución Suprema Nº 0287-98-IN/PNP del 19 de junio de 1998.


� Comunicación del peticionario recibida el 9 de octubre de 2001, anexos, Resolución Suprema sin número, sello con fecha 15 de junio de 2001, firmada por el Ministro del Interior, Director General y Director de Personal de la Policía Nacional.    


� En aras de aclarar el alcance de dicho requerimiento, el peticionario indicó, en su comunicación del 4 de agosto de 2006, que el Diccionario de Términos Policiales contiene las siguientes definiciones:


Lista de Revista de Presencia: 1) Acto que se verifica en las unidades y reparticiones el día 01 de cada mes conforme a prescripciones reglamentarias, para acreditar la presencia del personal correspondiente; 2) Documento que mensualmente preparan las unidades y reparticiones el día Primero de cada mes, con el fin de certificar mensualmente la presencia del personal, ganado y vehículos.


Cuadro de Mérito: Documento en el cual se inscriben a los candidatos en orden decreciente del puntaje alcanzado, desde el más elevado hasta el más bajo; no pudiendo ser este último menor que el puntaje mínimo aprobatorio.


� Comunicación del peticionario recibida el 2 de febrero de 2004, anexos, Resolución Directoral No. 1371/2000-DGPNP de fecha 13 de junio de 2000.  


� Comunicación del peticionario recibida el 2 de febrero de 2004, anexos, decisión del 8 de abril de 2002, 29º Juzgado Civil de Lima, expediente 09394-2002-0-1801-JR-CI-28, páginas 8 y 9.


� En su comunicación del 6 de agosto de 2008 el peticionario adjuntó copias de los actuados en proceso penal (expediente 958-04) seguido contra los entonces Directores Generales de la Policía Nacional Eduardo Jaime Perez Rocha y Jorge Gustavo Félix Carrion Zavala. Consta de estos documentos que aquéllos fueron condenados penal y civilmente por incumplimiento de la sentencia del 29º Juzgado Civil de Lima de 8 de abril de 2002, hecho calificado por el Juez Penal como delito contra la administración pública, rehusamiento o retardo de acto funcional. 


� En comunicación del 6 de agosto de 2008 el peticionario citó extractos y adjuntó una copia de la Ley 29060 del 28 de junio de 2007 - Ley del Silencio Administrativo. 


� Comunicación del Estado recibida el 4 de mayo de 2006, páginas 8 y 9 y anexos, Sentencia del Tribunal Constitucional del 30 de enero de 2003, expediente Nº 543-2002-AA/TC, acción de amparo interpuesta por Fidel Gutiérrez Gayoso contra el Ministerio del Interior – Policía Nacional del Perú.


� Véanse los párrafos 16 y 17 supra.


� Comunicación del Estado recibida el 4 de mayo de 2006, página 8.


� Comunicación del Estado recibida el 4 de mayo de 2006, página 7.


� CIDH, Informe Nº 43/09, Petición 1166-05, Perú, Jorge Rafael Valdivia Ruiz, 27 de marzo de 2009, párr. 38.


� Comunicación del peticionario recibida el 4 de enero de 2010, anexos, Resolución Nº 155 del 2 de septiembre de 2009 dictada por el 28º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, expediente Nº 2002-9394-28.


� Comunicación del peticionario recibida el 2 de febrero de 2004, anexos, decisión del 29º Juzgado Civil de Lima de fecha 8 de abril de 2002, expediente 09394-2002-0-1801-JR-CI-28, páginas 8 y 9.


� Comunicación del peticionario recibida el 4 de enero de 2010, anexos, Resolución Nº 97 del 13 de febrero de 2004, 29º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, expediente 2002-9394-29.


� De acuerdo con la información presentada por las partes, esa resolución ratificó la Resolución Suprema Nº 248-2004-IN/PNP, la cual otorga al señor Fidel Gutiérrez Gayoso el grado de Coronel con fecha de efectividad 16 de junio de 2004. 


� Comunicación del Estado recibida el 2 de junio de 2009, anexos, Resolución Nº 8 del 23 de mayo de 2007, 5ª Sala Civil de Lima, expediente Nº 228-2006, punto resolutivo octavo.


� Comunicación del peticionario recibida el 4 de enero de 2010, anexos, Resolución Nº 155 del 2 de septiembre de 2009, 28º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, expediente Nº 2002-9394-28.


� Comunicación del Estado recibida el 20 de enero de 2010, anexos, extractos del expediente judicial 9394-2002-29, Resolución Nº 162 dictada el 22 de abril de 2008 por el 29º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima. 


� Comunicación del Estado recibida el 20 de enero de 2010, anexos, extractos del expediente judicial Nº 9394-2288-2006, escrito de fecha 18 de mayo de 2007 formulado por Fidel Gutiérrez Gayoso ante la 5ª Sala Civil de Lima, páginas 2 y 3. En este escrito la presunta víctima requiere la desestimación de recurso de apelación formulado por la Policía Nacional del Perú contra la decisión de archivar el expediente de la ejecución de amparo. Las mayúsculas, negritas y subrayados corresponden integralmente a la versión original. 


� Comunicación del Estado recibida el 20 de enero de 2010, anexos, extractos del expediente judicial 9394-2002-28, escrito de fecha 12 de junio de 2008 formulado por Fidel Gutiérrez Gayoso ante el 29º Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, páginas 1 y 2. En este escrito la presunta víctima requiere la desestimación de recurso de reposición de los autos del proceso de amparo, formulado por la Policía Nacional del Perú el 8 de mayo de 2008. Las mayúsculas, negritas, itálicas y subrayados corresponden integralmente a la versión original. 





